
EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
SANCIONAN CON FUERZA DE
 
L E Y
MATRIMONIO PARA EXTRANJEROS EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
Artículo 1 º.- Se garantiza a las personas extranjeras durante su estadía en el territorio de la Provincia de Buenos Aires el derecho a contraer matrimonio, en concordancia con lo establecido en el art. 20 de la Constitución Nacional, con los requisitos, alcances y efectos establecidos en el Código Civil de la Nación.

El Poder Ejecutivo velará porque ninguna práctica administrativa, ya sea consuetudinaria o basada en disposiciones normativas de rango inferior a las leyes del Congreso de la Nación obstaculice el acceso al derecho constitucional al matrimonio.

Art.2 º.- A los efectos del ejercicio del derecho a contraer matrimonio por parte de parejas de extranjeros/as no residentes, se admitirá como prueba de residencia transitoria la fotocopia del pasaporte con el sellado de ingreso al país o el duplicado de la tarjeta de migraciones, donde conste fecha de ingreso al país, domicilio en el cual permanecerá al menos uno/a de los/as contrayentes y plazo de estadía en nuestro país.

Art. 3 º.- En función del plazo de permanencia de los/as contrayentes en el territorio de la Provincia de Buenos Aires y a pedido de los/as mismos/as se removerán todos los plazos formales. 

La disposición establecida en el primer párrafo de este artículo constituye una medida de acción positiva.

Art. 4 º.- El Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires deberá reglamentar la presente ley dentro de los treinta (30) días de su sanción.
FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

La Constitución de la Nación Argentina garantiza en su art. 20 a las personas extranjeras «todos los derechos civiles del ciudadano», y enumera, entre otros, el de «casarse conforme a las leyes». Tan evidente es la protección constitucional de este derecho para las personas extranjeras, que el derecho constitucional de los/as propios/as nacionales a contraer matrimonio se deduce de este mismo artículo, por cuanto no es mencionado en ningún otro pasaje de nuestra carta magna.

Desde la reforma constitucional de 1994, tanto los derechos fundamentales (provenientes de la Constitución Argentina) como los derechos humanos (provenientes de los instrumentos internacionales sobre derechos humanos con jerarquía constitucional) configuran el elemento nuclear del modelo argentino que establece la validez o invalidez de las normas, los actos y las omisiones estatales y particulares mediante el control de constitucionalidad y el control de convencionalidad.

Como explica Andrés Gil Domínguez, Profesor de Derecho Constitucional de la Universidad de Buenos Aires, «La principal transformación del Estado constitucional de derecho es reconocer que los derechos fundamentales y los derechos humanos son titularizados por cualquier persona por el sólo hecho de serlo, sin discriminación alguna que esté basada —entre otras causales— en el origen nacional (salvo que se trate del ejercicio de derechos políticos y se haga de manera razonable). La ciudadanía no puede ser un obstáculo razonable que pueda ser invocado para limitar los derechos de las personas, puesto que el sólo hecho de ser habitante territorial, permite a cualquier persona —más allá de su origen nacional— poder ejercerlos en igualdad de condiciones con los/as nacionales del país que habita».

Así, la equiparación entre nacionales y extranjeros/as implica que en el Estado constitucional de derecho de nuestro país todos los hombres y las mujeres son iguales en derechos por el sólo hecho de ser personas, sin que ninguna pauta discriminatoria prohibida pueda oponerse como causal de limitación del ejercicio pleno de todos los derechos.

Por su parte, la Ley 25.871 de la Nación tiene por objeto regular «la admisión, el ingreso, la permanencia y el egreso de personas» (art. 1); entendiéndose por inmigrante «a todo aquel extranjero[/a] que desee ingresar, transitar, residir o establecerse definitiva, temporaria o transitoriamente en nuestro país» (art. 2).

La Ley citada distingue diferentes situaciones de admisión de extranjeros/as: a) residentes permanentes; b) residentes temporarios/as y c) residentes transitorios/as.

También reconoce la categoría de residente precario/a cuya validez será de hasta ciento ochenta (180) días corridos, pudiendo ser renovables hasta la resolución de la admisión solicitada, la cual habilita a sus titulares para permanecer, salir y reingresar al territorio nacional, trabajar y estudiar durante su período de vigencia (art. 20).

En particular, los/as extranjeros/as que ingresen al país como residentes transitorios/as —categoría temporal más efímera— podrán ser admitidos/as en algunas de estas subcategorías: a) turistas; b) pasajeros/as en tránsito; c) tránsito vecinal fronterizo; d) tripulantes del transporte internacional; e) trabajadores/as migrantes estacionales; f) académicos/as; g) tratamiento médico; h) extranjeros/as que invoquen razones que justifiquen a juicio de la Dirección Nacional de Migraciones un tratamiento especial (art. 24).

Por último, la Ley Nº 25.871, en consonancia con el modelo constitucional argentino, establece que «a los efectos de la presente ley se considerarán discriminatorios todos los actos u omisiones determinados por motivos tales como etnia, religión, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, género, posición económica o caracteres físicos, que arbitrariamente impidan, obstruyan, restrinjan o de algún modo menoscaben el pleno ejercicio sobre bases igualitarias de los derechos y garantías fundamentales reconocidos en la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales y las leyes» (art. 13).

Así las cosas, todo extranjero o extranjera que ingrese, transite o resida en la República Argentina en alguna de las categorías migratorias expuestas por la ley 25.871, por el sólo hecho de ser persona que titulariza el derecho constitucional a contraer matrimonio, puede celebrar un matrimonio sin que la nacionalidad pueda ser opuesta como un obstáculo normativo o fáctico para su pleno ejercicio.

Debemos recordar además que la Constitución Nacional ha legado exclusivamente al Congreso de la Nación la potestad de reglamentar el derecho de los/as extranjeros/as a contraer matrimonio, limitación establecida mediante la cláusula «conforme a las leyes», del mencionado art. 20. En tanto el Código Civil no establece ninguna diferencia ni limitación para el matrimonio entre personas extranjeras en relación al de los/as nacionales, los/as funcionarios/as de la administración pública tienen la obligación de hacer cumplir la ley y la Constitución Nacional, siendo inconstitucional cualquier disposición de inferior jerarquía que tenga por objeto o resultado limitar, dificultar o impedir el acceso a este derecho.

En la Provincia de Buenos Aires la Direccion Provincial de Registro Civil requiere presentar DNI donde uno de los contrayentes certifique domicilio en la Provincia por un plazo determinado, que raramente se da, al tratarse de personas extranjeras. 
Por cierto, ni el documento nacional de identidad es la única manera de probar domicilio (de hecho cumple cada vez con menor éxito dicha tarea), ni es el domicilio un requisito para el matrimonio, sino, simplemente, el mecanismo organizativo que permite a la administración pública definir la oficina y el/la funcionario/a público/a que llevará a cabo el acto de celebración del matrimonio.

En cualquier caso, y a los efectos de evitar interpretaciones que puedan restringir el ejercicio del derecho constitucional a contraer matrimonio, proponemos, al igual que se realiza en la provincia de Santa Fe, que la fotocopia del pasaporte con el sellado de ingreso al país o el duplicado de la tarjeta de migraciones, donde conste fecha de ingreso al país, domicilio en el cual permanecerá al menos uno de los contrayentes y plazo de estadía en nuestro país, sea tenido por prueba de la residencia transitoria y se utilice para determinar la oficina del registro civil en que se llevará a cabo la celebración.

Cabe recordar, finalmente, que la propia Constitución de la Provincia de Buenos Aires prohíbe la discriminación con pretexto de, entre otros, la nacionalidad, y en concordancia con dicho principio constitucional, proponemos como medida de acción positiva la remoción de los plazos formales cuando los mismos puedan resultar en un obstáculo que impida el ejercicio del derecho constitucional a contraer matrimonio.

Por los fundamentos señalados solicito la aprobación del presente proyecto.

